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D  o  c  t  r  i  n  a

Evolución y características actuales del Derecho penal económico

Alessandro Melchionda Revista Penal, n.º 50 - Julio 2022

Ficha Técnica

Autor: Alessandro Melchionda
Adscripción institucional: Catedrático de Derecho Penal, Università degli Studi di Trento (Italia)
Title: Evolution and current characteristics of economic Criminal law

Sumario: 1. Derecho penal económico: delimitación y características normativas y criminológicas. 2. El principio de 
libertad de empresa y los posibles modelos de regulación del Derecho penal económico. A) El modelo “liberalista”. B) 
El modelo “estatista”. C) El modelo de “libertad regulada”. D) El actual modelo “europeo” de Derecho penal económi-
co. 3. Características y problemas actuales del Derecho penal económico en la protección de los derechos económicos 
(individuales y colectivos). 4. Características y problemas actuales del Derecho penal económico en la protección de 
los derechos fundamentales individuales y colectivos. 5. Características y problemas actuales de los nuevos modelos 
de política criminal “europea” en la disciplina del Derecho penal económico. A) Relevancia y problemas de la respon-
sabilidad de las personas jurídicas. B) Relevancia y problemas de las nuevas formas de “decomiso”. C) Relevancia 
y problemas en la incriminación del “blanqueo de dinero”. 6. Observaciones finales. Importancia y modernidad del 
Derecho penal económico.
Summary: 1. Economic criminal law: delimitation and normative and criminological characteristics. 2. The principle 
of free enterprise and the possible regulation models of economic criminal law. A) The liberal model. B) The “statist” 
model. C)  The “regulated liberty” model. D) The current “European” model of economic criminal law. 3. Characteris-
tics and current problems of economic criminal law in the protection of economic rights (individual and collective). 4. 
Characteristics and current problems of economic criminal law in the protection of individual and collective fundamen-
tal rights. 5. Characteristics and current problems of the new models of “European” criminal policy in the discipline of 
economic criminal law. A) Relevance and problems of the responsibility of legal persons. B) Relevance and problems 
of the new forms of “confiscation”. C) Relevance and problems in the incrimination of “money laundering”. 6. Final 
remarks. Importance and modernity of economic criminal law.

Resumen: La evolución del Derecho penal económico lo ha llevado a superar la tradicional caracterización que lo limi-
taba a los delitos societarios y delitos concursales. La nueva perspectiva es más amplia, sobre la base de nuevos riesgos 
que conducen a un modelo europeo de derecho penal económico, en el que destacan instrumentos como el decomiso, y 
delitos como el blanqueo de dinero. Se analiza en particular la posible afección a derechos fundamentales.
Palabras clave: Derecho penal económico. Delitos europeos. Decomiso. Blanqueo de dinero. Derechos fundamentales.

Abtract: The evolution of economic criminal law has led it to overcome the traditional characterization that limited it to 
corporate crimes and bankruptcy offences. The new perspective is broader, based on new risks that lead to a European 
model of economic criminal law, in which instruments such as confiscation and crimes such as money laundering stand 
out. In particular, the possible impact on fundamental rights is analyzed.
Keywords: Economic criminal law. European crimes. Confiscation. Money laundering Fundamental rights.
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1. DERECHO PENAL ECONÓMICO: DELIMITA-
CIÓN Y CARACTERÍSTICAS NORMATIVAS Y 
CRIMINOLÓGICAS

El ámbito de referencia del llamado Derecho penal 
de la economía suele considerarse uno de los ámbitos 
más complejos del Derecho penal. Se trata de una com-
plejidad que se encuentra en todos los ordenamientos 
jurídicos nacionales y de la que es necesario ser ple-
namente consciente para comprender correctamente la 
peculiaridad de la actual caracterización de la política 
criminal en este importante campo del Derecho penal.

Como es inevitable, la especificidad de los distintos 
sistemas jurídicos nacionales ha influido sin duda en el 
momento y la forma en que han surgido las cuestiones 
más consideradas hoy. Sin embargo, la evolución his-
tórica que ha marcado el contexto teórico y normativo 
italiano también parece directamente superponible a 
otras experiencias europeas.

En el enfoque de los primeros estudios de referencia, 
el Derecho penal económico ha sido considerado du-
rante mucho tiempo como un ejemplo tradicional de la 
llamada función puramente sancionadora del Derecho 
penal. Desde este punto de vista, en efecto, una primera 
aproximación al estudio de la materia había conducido 
a un análisis de las distintas infracciones penales pre-
vistas con referencia a la regulación civil de las socie-
dades mercantiles, circunscribiendo su relevancia a una 
función meramente subsidiaria, dirigida genéricamente 
a establecer sanciones penales que completaran y re-
forzaran las disposiciones dictadas para el buen funcio-
namiento de la actividad empresarial1. No es casuali-
dad que, en aquella época, los delitos previstos en este 
ámbito fueran considerados con interés por los propios 
estudiosos del Derecho mercantil y de sociedades. Con 
el tiempo, sin embargo, los límites de este enfoque de 

1 Un ejemplo de este antiguo enfoque puede encontrarse, por ejemplo, en Mirto P., Il diritto penale delle società, Milano, 1954, 11 
ss.

2 El tema es un punto esencial de cualquier debate sobre derecho penal económico: entre muchos, véase. alessanDri A.., in PeDrazzi 
C. - alessanDri A. - FoFFani L. - seMinara s. - sPaGnuolo G., Manuale di diritto penale dell’impresa, 2a ed., Bologna, 1998, 1 ss.; Giunta F., 
Lineamenti di diritto penale dell’economia. Vol. I: Delitti contro l’economia pubblica e reati societari, 2a ed., Milano, 2004, 1 ss.; zannotti r., Il 
nuovo diritto penale dell’economia, 2a ed., Milano, 2008, 3 ss. Como es bien sabido, la cuestión es también común en la experiencia española: 
para todos ver Martínez-BuJán Perez C., Derecho penal económico y de la empresa, Parte general, 5a ed., Valencia, 2016, 77 ss., con amplia 
referencia también al debate en la doctrina en lengua alemana. Más recientemente, véanse también las indicaciones en De la Mata BarranCo 
n. - DoPiCo GoMez-aller J. - lasCurian sanCHez J.a. - aDan nieto M., Derecho penal económico y de la Empresa, Madrid, 2018, 39 ss.

3 En la experiencia italiana, durante mucho tiempo se consideró que el primer “manual” de derecho penal de la economía era el 
cuarto volumen del manual de Francesco Antolisei, dedicado a las llamadas “leyes complementarias” y centrado, precisamente, en el 
estudio de los delitos societarios y de quiebra. La importancia y el valor de este trabajo pueden captarse, en particular, en el hecho de 
que, precisamente a partir del análisis de las cuestiones “comunes” a este sector de delitos, ya se incluyó una primera consideración de lo 
que con el tiempo se ha conocido como la llamada “parte general del derecho penal de la economía”: véase antolisei F., Manuale di diritto 
penale, Leggi complementari, 1a ed., Milano, 1959.

4 El Código Penal italiano (Libro II, Título VIII) prevé un sector específico de delitos “contra la economía pública, la industria y el 
comercio”. Sin embargo, estos delitos son muy variados y, debido también a ciertos requisitos técnicos específicos, han tenido muy poca 
aplicación. Para una visión general de estos delitos, véase para todos PeDrazzi C., Economia pubblica, industria e commercio (delitti contro 
la), en Enciclopedia del diritto, vol. XIV, Milano, 1965, 279 ss.

estudio se hicieron muy evidentes y la doctrina penal 
pudo centrar más su atención en este precipitado sector 
del ordenamiento jurídico, que pronto se convirtió en 
un campo de entrenamiento fundamental para el per-
feccionamiento de múltiples categorías dogmáticas, 
también de la parte general del Derecho penal.

La complejidad de la materia se aprecia, además, ya 
a nivel de su propia definición y, paralelamente, de la 
consecuente delimitación2.

Ciertamente, es correcto considerar el Derecho penal 
económico como un sector del sistema de justicia penal 
centrado principalmente en el análisis de las infraccio-
nes penales más específicas. Desde este punto de vista, 
en efecto, el Derecho penal económico nace precisa-
mente sobre el estudio de los citados delitos en materia 
societaria y de los previstos en la normativa concursal3, 
por lo que es ciertamente identificable como un sector de 
la llamada parte especial del Derecho penal, que, como 
tal, debe ser abordado y estudiado a partir de los crite-
rios metodológicos y didácticos que desde hace tiempo 
distinguen a esta particular área del Derecho penal.

Sin embargo, incluso la propia delimitación de los 
delitos que pueden considerarse más específicamente 
de este modo ha resultado ser muy incierta y, en cual-
quier caso, insuficiente. Según un criterio tradicional 
de delimitación de los distintos ámbitos de la parte 
especial del Derecho penal, un punto de referencia 
fundamental es la consideración del bien jurídico que 
el legislador pretende proteger con una determinada 
gama de figuras penales. En el caso del Derecho penal 
económico, sin embargo, la utilización de este criterio 
siempre ha parecido impracticable, porque, aunque es 
posible identificar en todos los ordenamientos jurídi-
cos nacionales un sector de delitos más directamente 
proyectados a la protección del orden y/o del mercado 
económico4, en realidad el alcance de lo que, a lo largo 
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del tiempo, se ha ido incluyendo progresivamente en el 
estudio del Derecho penal económico va mucho más 
allá de este campo de referencia más específico.

Sin embargo, en la práctica, otro criterio tradicional 
de delimitación del sistema penal, el del sujeto activo 
del delito, también se ha revelado insuficiente a efec-
tos de trazar una línea divisoria más clara del tema. De 
hecho, la hipótesis de delimitar la materia penal-econó-
mica incluyendo en ella todos los delitos caracterizados 
por una necesaria cualificación de la importancia eco-
nómica/empresarial del agente hizo que la insuficiencia 
de este criterio fuera también inmediatamente evidente: 
De hecho, pronto quedó claro que muchos de los pro-
blemas que, con el tiempo, parecían estar más direc-
tamente relacionados con el ámbito penal-económico 
también pueden reconocerse en el caso de los delitos 
comunes clásicos, como, por ejemplo, el delito de “es-
tafa” o el de “apropiación indebida”.

Pero no sólo eso. Con vistas a una consideración más 
precisa de los problemas tradicionalmente relacionados 
con el estudio del Derecho penal de la economía, inclu-
so un delito genérico como el “asesinato” es concreta-
mente relevante, dado que en el caso de la muerte de 
una persona ocurrida en el contexto de una actividad 
empresarial, surgen bien los problemas y las cuestiones 
de interpretación que, con el tiempo, han entrado de 
lleno en el marco de estudio y profundización del De-
recho penal de la economía.

Esta necesidad de prestar atención a la correcta de-
limitación de la materia no es, sin embargo, relevante 
sólo desde el punto de vista de una genérica separación 
interna de otras áreas del Derecho penal5. Por el contra-
rio, la propia experiencia de estudio acumulada hasta 
la fecha ha puesto de manifiesto la gran importancia 
que este esfuerzo teórico de actio finium regundorum 
supone, no sólo para la correcta aplicación de una de-
terminada serie de delitos, sino para la misma conside-
ración más general de los problemas jurídico-penales 
que atañen al conjunto de los procesos económicos que 
rigen nuestra sociedad, tanto desde el punto de vista de 
los derechos y necesidades individuales de la persona, 
como en referencia a los derechos y necesidades de la 
comunidad y de los propios Estados nacionales. Desde 
este punto de vista, de hecho, una correcta considera-
ción y comprensión de estas cuestiones es de funda-
mental importancia, tanto para una eficaz identifica-
ción y aplicación de las múltiples opciones de política 

5 Sobre este punto, en el debate español, véanse también las interesantes consideraciones de GraCia Martín L., Recensión a Mar-
tínez-Buján Perez C., Derecho penal económico y de la empresa, Parte general, Revista de Derecho Penal y Criminología, 2004, 445 ss.

6 Como ejemplo de estas cuestiones, permítanme referirme a lo que tuve ocasión de observar en MelCHionDa a., Mercato dei valori 
mobiliari e tutela penale dell’informazione societaria, en Giurisprudenza commerciale, 1986, I, 611 ss.

7 La referencia es obviamente a la obra fundamental de sutHerlanD e.H., White Collar Crime, New York, 1949.
8 A este respecto, véase para todos PeDrazzi C., Profili problematici del diritto penale d’impresa, in Rivista trimestrale di diritto penale 

dell’economia, 1988, 134, así como, posteriormente, alessanDri a., Diritto penale e attività economiche, Bologna, 2010, 175 ss.

criminal abstractamente perseguibles por el legislador, 
como para una adecuada elección de las soluciones téc-
nico-legislativas de vez en cuando más funcionales a 
los fines así perseguidos.

Al mismo tiempo, aunque insuficientes por sí solos 
para ser tomados como criterios genéricos de delimi-
tación de la materia, tanto la consideración del “bien 
jurídico” protegido por cada tipo de delito, como la co-
rrecta apreciación del papel concretamente expresado 
por el sujeto activo del mismo, han puesto de mani-
fiesto perfiles y reflexiones de gran importancia en el 
desarrollo de una correcta aproximación al estudio del 
Derecho penal económico.

En esta perspectiva, la atención prestada al “bien 
jurídico” ha permitido a menudo desvelar los riesgos 
potencialmente ocultos tras las soluciones técnicas le-
gislativas que, al adelantar el ámbito de la punibilidad 
a conductas sólo abstractamente peligrosas en cuanto a 
la lesión de derechos patrimoniales personales, tras la 
pantalla de una supuesta protección de bienes de valor 
sólo formal, han actuado como antesala de la entrada 
de figuras delictivas de dudosa legitimidad6. De hecho, 
la previsión de estas hipótesis delictivas particulares ha 
conducido a menudo a la detección de opciones legis-
lativas potencialmente conflictivas con los principios 
fundamentales del Derecho penal, como, en particular, 
los principios de legalidad, precisión, materialidad, 
ofensividad, proporcionalidad y culpabilidad.

Pero también y sobre todo la consideración del su-
jeto activo del delito ha revelado una gran importancia 
para un correcto análisis y comprensión del tema. Así, 
en particular, es conocida la importancia criminológica 
que ha tenido el “descubrimiento” y estudio de los lla-
mados delitos de “cuello blanco”7.

Pero igualmente conocida es la fundamental cen-
tralidad que, en el curso del progresivo desarrollo del 
Derecho penal de la economía, ha destacado la adecua-
da consideración de la empresa, como sector en el que 
cada sujeto actúa en el marco de una organización más 
general de personas8.

Además, el estudio en profundidad de las caracte-
rísticas normativas del sujeto activo cualificado en los 
delitos más directamente referibles al sector económi-
co también ha resultado de gran valor, conduciendo a 
la identificación de aquellas situaciones concretas más 
específicas en las que determinadas personas pueden 
ser identificadas en la calificación normativa de refe-
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rencia, no en base a su investidura formal, sino en base 
a sus actuaciones concretas funcionalmente referibles a 
dicha calificación9, o en base a una delegación formal 
que les confiere el sujeto cualificado10.

En último lugar, sólo en términos de precedencia his-
tórica, pero ciertamente no en términos de relevancia 
global, está la gran importancia que ha asumido ahora 
la superación del viejo dicho “societas delinquere non 
potest” y la introducción en muchos sistemas naciona-
les de la responsabilidad directa de las propias perso-
nas jurídicas (a la que volveremos)11. Hoy en día, este 
también es un área que se relaciona directamente con el 
Derecho penal de la economía.

Sobre la base de estos aspectos globales, el tema del 
Derecho penal económico tiende, pues, a seguir refi-
riéndose a un ámbito de la parte especial del Derecho 
penal, dentro del cual es ciertamente lógico incluir tan-
to los sectores históricamente más tradicionales (deli-
tos de empresa, delitos de quiebra) como otros que se 
han ido incorporando progresivamente a esta selección 
(delitos fiscales; delitos aduaneros; delitos financie-
ros; pero también, en parte, delitos urbanísticos, deli-
tos medioambientales, delitos relativos a la seguridad 
en el trabajo). Al mismo tiempo, y desde un punto de 
vista más general, también parece correcto identificar 
hoy en día el Derecho penal económico como el sec-
tor del sistema de justicia penal en el que se analizan 
los problemas potencialmente subyacentes a todas las 
situaciones penalmente relevantes que pueden surgir 
en el contexto de las actividades económicas, ya sean 
públicas o privadas.

2. EL PRINCIPIO DE LIBERTAD DE EMPRESA 
Y LOS POSIBLES MODELOS DE REGULACIÓN 
DEL DERECHO PENAL ECONÓMICO

Sin embargo, la complejidad del Derecho penal eco-
nómico va mucho más allá de su mera delimitación 
normativa y sistemática.

Como se ha observado correctamente, «un enfoque 
correcto del Derecho penal de la economía postula un 
trabajo preliminar destinado a conocer la dinámica so-

9 Para profundizar en esta cuestión, véase, en general, Marra G., Legalità ed effettività delle norme penali. La responsabilità de-
ll’amministratore di fatto, Torino, 2002.

10 Sobre este tema, véase en general MonGillo V., Delega di funzioni e diritto penale dell’impresa nell’ottica dei principi e del sapere 
empirico-criminologico, in Rivista trimestrale di diritto penale dell’economia, 2005, 325 ss.

11 La bibliografía sobre el tema es evidentemente muy amplia: entre los primeros estudios sobre la cuestión, véase BriCola F., Il 
costo del principio «societas delinquere non potest» nell’attuale dimensione del fenomeno societario, in Rivista italiana di diritto e procedura 
penale, 1970, 951 ss.; para referencias generales sobre el debate posterior y más reciente, entre muchos, véase De MaGlie G., L’etica e 
il mercato. La responsabilità penale delle società, Milano, 2002; De siMone G., Persone giuridiche e responsabilità da reato. Profili storici, 
dogmatici e comparatistici, Pisa, 2012; MonGillo V., La responsabilità penale tra individuo ed ente collettivo, Torino, 2018.

12 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, 4a ed., Bologna, 2016, 1.
13 Sobre la importancia de una atenta consideración de estos principios de la Constitución, véase especialmente BriCola F., Lo sta-

tuto dell’impresa: profili penali e costituzionali, in Giurisprudenza commerciale, 1985, 721 ss.; y posteriormente alessanDri A.., in PeDrazzi 
C. - alessanDri A. - FoFFani L. - seMinara s. - sPaGnuolo G., Manuale di diritto penale dell’impresa, cit., 17 ss.

cial, económica y financiera de una sociedad determi-
nada durante un período de tiempo significativo»12. La 
economía ha sido siempre un pilar central de la subsis-
tencia de toda organización social, por lo que es en la 
dinámica global que subyace al ejercicio de toda acti-
vidad económica donde debe centrarse también la aten-
ción para comprender de forma efectiva y concreta los 
ámbitos de potencial relevancia y necesidad de recurrir 
al instrumento penal.

En el contexto de esta consideración se plantea una 
clara situación de conflicto potencial entre el ejercicio 
de un derecho humano fundamental reconocido en toda 
sociedad moderna y la necesidad paralela de proteger a 
la propia sociedad de los riesgos que puede generar el 
ejercicio de esta actividad. El artículo 41 de la Consti-
tución italiana pone de manifiesto esta necesidad básica 
de forma muy eficaz: por un lado, de hecho, de forma 
similar a lo establecido en el artículo 38 de la Constitu-
ción española, reconoce la plena libertad de toda inicia-
tiva económica privada, pero, por otro lado, especifica 
inmediatamente que este ámbito de libertad individual 
«no puede realizarse en conflicto con la utilidad social 
o de forma que perjudique la salud, el medio ambiente, 
la seguridad, la libertad y la dignidad humana»13.

La correcta consideración normativa de esta situa-
ción de potencial conflicto debe partir, por tanto, de la 
conciencia de este posible conflicto: por un lado, está la 
licitud de una situación de riesgo, el riesgo de la libertad 
de empresa, que el Estado reconoce como legítima para 
todo individuo, y por otro, está la cuestión de entender 
y establecer hasta qué punto esta situación de riesgo 
individual en el ejercicio de una actividad económica 
puede considerarse también lícita cuando puede llegar 
a manifestar efectos de riesgo para otros sujetos y, en 
ciertos casos, para la propia sociedad.

Queriendo esbozar un esquema de estas posibles si-
tuaciones de conflicto, el panorama general puede divi-
dirse en cuatro tipos diferentes de riesgo:

a) en primer lugar, la actividad empresarial puede 
generar riesgos para los derechos económicos de 
otras personas (derechos de propiedad o derecho 
a realizar actividades económicas);
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b) o puede generar riesgos para los derechos fun-
damentales de la persona (derecho a la vida, a la 
salud, a la integridad personal);

c) pero el ámbito de los posibles riesgos puede di-
rigirse también hacia la colectividad e incluso en 
este caso puede considerarse un primer ámbito de 
riesgos con referencia a los derechos de carácter 
económico y, por tanto, a la necesidad de prote-
ger el mercado económico colectivo

d) o puede proyectarse hacia intereses comunes 
y difusos, de mayor alcance, de la comunidad 
(como, por ejemplo, en el caso de posibles ries-
gos para el medio ambiente).

Ahora bien, sin perjuicio de la necesidad de volver 
a este primer desglose global, también para compren-
der exactamente la utilidad de diferenciar, de esta ma-
nera, los posibles márgenes de riesgo de la actividad 
económica privada, desde un punto de vista puramente 
normativo, surge la necesidad de considerar, en primer 
lugar, cuáles son los posibles modelos de disciplina que 
pueden ser adoptados a tal efecto por los distintos legis-
ladores nacionales.

También a este respecto, en términos puramente cla-
sificatorios, se han identificado tres modelos básicos 
diferentes: a) el modelo “liberalista”; b) el modelo “es-
tatista”; c) el modelo de “libertad regulada”.

Como se ha observado14, aunque con toda la aproxi-
mación que puede condicionar esta rígida subdivisión, 
el análisis de estos tres modelos permite apreciar con 
mayor precisión los rasgos esenciales que pueden cap-
tarse en las diferentes opciones legislativas de regula-
ción sustantiva de la economía, cada una de las cuales 
implica naturalmente opciones consecuentes y firmeza 
política capaces de garantizar su respeto.

Veamos las características esenciales.

A) El modelo “liberalista”

El modelo “liberalista” se basa en el principio de la 
plena libertad económica del individuo y está motivado 
por la idea neoliberal del laissez-faire, partiendo de la 
base de que la desregulación de los mercados, aunque 
pueda generar efectos secundarios negativos, puede re-
presentar la mejor solución para garantizar un efecto de 
generalización global del bienestar material. La lógica 
subyacente es, por lo tanto, la que ve en el libre choque 
de iniciativas e intereses económicos individuales, que 
debe aplicarse en un mundo libre de toda restricción a 
la competencia en la circulación de personas, capitales, 
bienes y servicios, la posibilidad de fomentar una si-

14 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 3 ss. A este respecto, véase también Giunta F., Linea-
menti di diritto penale dell’economia, cit., 3 ss.

15 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 4.

tuación de equilibrio y bienestar tanto individual como 
colectivo.

La eficacia y la practicabilidad de este modelo están, 
sin embargo, condicionadas por la necesidad de poder 
adoptarlo en una dimensión expansiva de la economía 
mundial, «ya que sólo una condición expansiva perma-
nente de la economía hace conceptualmente concebi-
ble el crecimiento generalizado del bienestar material 
a favor de la mayoría de las poblaciones del mundo. Y 
esto también con referencia a los miembros de las ca-
tegorías no privilegiadas, que si bien quedan al margen 
de los procesos productivos y financieros dominantes, 
deberían sin embargo beneficiarse de los efectos posi-
tivos inducidos por la circulación más rápida de bienes 
y servicios»15. En estas situaciones de reducción de la 
autonomía y de la capacidad de iniciativa empresarial, 
es evidente que el Estado debe actuar a través de una 
política asistencial, gestionada por agencias públicas y 
aplicada con el producto de los ingresos fiscales.

En la experiencia histórica de los sistemas que se han 
inspirado en este modelo, su aplicación ha tropezado, 
sin embargo, con una pluralidad de obstáculos que, en 
el plano de la experimentación empírica, han puesto en 
duda su verdadera validez científica. Por un lado, es 
evidente que es imposible imaginar una situación de 
expansión económica ilimitada, así como, por otro lado, 
es difícilmente realizable un contexto globalizado en el 
que todos los recursos sean inmediata y directamente 
explotables por todas las personas. En estos contextos, 
se ha manifestado con frecuencia la presencia de ac-
tores económicos privados que, aprovechando las po-
siciones individuales de mayor capacidad patrimonial, 
han operado con miras a la maximización del beneficio, 
lo que ha conducido a resultados discriminatorios hacia 
una gran parte de la población. Como se ha observado, 
«los resultados discriminatorios han vuelto a plantear, 
evidentemente, a nivel mundial los antiguos problemas, 
típicos de las economías con escasez de fuentes, rela-
tivos a las exigencias de justicia jurídica y distributiva 
que deben regir las relaciones, respectivamente, de los 
ciudadanos hacia el Estado y del Estado hacia los ciu-
dadanos. De modo que, en la propagación sistemática 
de comportamientos depredadores y de gestión anár-
quica de los servicios, se han ampliado las diferencias 
entre la enorme riqueza y la extrema pobreza, a pesar 
del inmenso aumento de los bienes disponibles en va-
lores absolutos, que se han manifestado aquí y allá en 
las distintas zonas del planeta. A este fenómeno se suma 
el empobrecimiento de categorías o grupos sociales en-
teros, lo que ha provocado el retraimiento del desarro-
llo económico en muchos países. Así, han surgido con 
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fuerza los problemas éticos propios de la justicia distri-
butiva y legal, tanto a nivel macroeconómico como en 
los ámbitos económicos individuales»16.

En total contraste con el objetivo de fondo de la idea 
neoliberal, la indiferencia ética del liberalismo absoluto 
ha conducido a efectos contrarios a los deseados. «La 
generalización indiscriminada de la concurrencia y la 
desregulación de los comportamientos, sin la previsión 
de normas moderadoras, se tradujo, por un lado, en el 
enriquecimiento desmesurado de unos pocos sujetos, 
en su mayoría empresas de nueva generación, y, por 
otro, en el empobrecimiento de las clases medias, que 
habían constituido en las décadas de la reconstrucción 
de posguerra el principal sustento político del liberalis-
mo económico»17.

B) El modelo “estatista”

El modelo “estatista” representa exactamente lo con-
trario del modelo “liberalista”. De hecho, el principio de 
fondo se basa en una posición de desconfianza sobre la 
factibilidad real de las líneas de desarrollo económico 
que dependen de la apertura total de los mercados. «Este 
enfoque sugiere, por lo tanto, el aumento de la presencia 
del Estado en la economía, en particular en el sector fi-
nanciero, con una vuelta a una regulación más penetran-
te de la economía por parte del poder público»18.

Se trata, por lo tanto, de un modelo que presupone 
la idea de proceder a un «endurecimiento normativo 
dirigido a la regulación estricta de los comportamien-
tos económicos, acompañado de un drástico refuerzo 
de los poderes punitivos gestionados por el poder judi-
cial tradicional”. La parte preeminente en el sistema de 
control de la economía y las finanzas debería así volver 
a manos tanto del poder ejecutivo, que se encargaría 
de la regulación ex ante de los comportamientos des-
viados, como del poder judicial, que se encargaría del 
despliegue total de la represión penal clásica»19.

Incluso este modelo presenta condiciones y reflexio-
nes que han dificultado su plena y efectiva implementa-
ción. Desde el punto de vista de su realización práctica, 
parece difícil concebir una dimensión de regulación 
estatal completa de todos los ámbitos posibles de la ac-
ción económica. Todo ello supondría el recurso a una 
superestructura normativa confiada al gobierno buro-
crático del Estado, que, lejos de favorecer los efectos 
positivos para la economía, sólo correría el riesgo de 

16 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 4.
17 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 5.
18 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 5.
19 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 5.
20 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 6.
21 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 6.
22 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 6.

obstaculizar su capacidad de expresión más moderna. 
También en el plano político parece poco realista su-
poner un fenómeno de «reapropiación completa por 
parte de la política de los poderes y medios necesarios 
para el funcionamiento de la economía y las finanzas. 
También aquí la experiencia nos enseña que la liber-
tad de los mercados va acompañada de la ampliación 
de las libertades individuales, y que las condiciones de 
vida autárquicas suelen ir acompañadas de involucio-
nes autoritarias o totalitarias. No hay que olvidar los 
desastrosos resultados económicos del comunismo»20. 
La experiencia histórica de estos sistemas políticos ha 
generado efectos de «empobrecimiento económico del 
conjunto de la sociedad y la formación de rentas para-
sitarias anidadas en la corrupción en beneficio de una 
clase política y burocrática muy reducida»21; de modo 
que parece inverosímil pensar hoy en un endurecimien-
to de la economía y de las finanzas, en plena contra-ten-
dencia con los efectos de la globalización y de la ma-
yor libertad de movimientos, que tienden a caracterizar 
cada vez más el marco económico mundial.

C) El modelo de “libertad regulada”

El modelo de la llamada “libertad regulada” repre-
senta una solución de carácter intermedio y se inspi-
ra en la doble idea de la imposibilidad de renunciar al 
modelo de desarrollo capitalista y, al mismo tiempo, 
de la necesidad imprescindible de contener sus efectos 
perversos. La opción es realista y está abierta a la in-
novación.

Como se ha observado, este modelo «expresa aten-
ción a las exigencias éticas que subyacen a los prin-
cipios de honestidad en los negocios y a la igualdad y 
dignidad de todos los hombres y mujeres de la tierra» 
y, a diferencia del modelo “estatista”, reconoce que 
«el derecho no tiene un papel causal unívoco sobre la 
economía y las finanzas. Más bien, la causalidad actúa 
en sentido contrario, en el sentido de que la economía 
determina en gran medida el derecho. Esto no implica, 
sin embargo, que ésta, como expresión de la racionali-
dad humana, no pueda corregir las dinámicas econó-
mico-financieras, asumiendo una importante labor de 
regulación y control sobre las mismas»22.

La aplicación concreta de este tercer modelo de dis-
ciplina, sin embargo, presupone que el derecho tenga la 
capacidad de operar «no tanto en el plano de la regula-
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ción minuciosa ex ante de las conductas ilícitas como 
en el del control in itinere de las conductas desplegadas 
por los sujetos económicos y financieros y en el de la 
incapacitación legal de aquellos que no se muestren ca-
paces de participar en la dinámica del mercado según 
criterios de equidad y transparencia. Lejos de renunciar 
al control legal de la economía y las finanzas, como 
es el caso del primer enfoque, esta tercera orientación 
postula el fortalecimiento de los sistemas de protección 
legal. Sin embargo, a diferencia del segundo enfoque, 
que opera predominantemente con el esquema clásico 
de preceptos taxativos y determinantes y la represión 
penal ex post contra los individuos que han violado las 
disposiciones individuales, este tercer enfoque busca 
nuevas vías de enforcement legal»23.

Este es, sin duda, el modelo que se reconoce en la 
mayoría de los Estados nacionales hoy en día. Se trata, 
en particular, de un modelo que, en concreto, ha lle-
vado a la adopción de un sistema multinivel. Un sis-
tema, en particular, que, sin dejar de basarse en una 
intervención punitiva del Estado, en la situación actual 
se centra, sin embargo, tanto en la incriminación penal 
de las conductas prohibidas cometidas por las personas 
físicas como en la predeterminación de las condicio-
nes para que las personas jurídicas sean también puni-
bles. Al mismo tiempo, es un modelo que también se 
ha abierto cada vez más a las formas de confiscación 
y congelación de las ganancias ilícitas y de los acti-
vos instrumentales para la comisión de delitos, y que 
ha acompañado la represión penal clásica con instru-
mentos de garantía de tipo administrativo basados en el 
refuerzo de las autoridades independientes de supervi-
sión del mercado, a las que se concede el ejercicio de 
poderes prohibitivos incisivos tanto sobre la evolución 
de los mercados de valores y de bonos como sobre la 
governance de los bancos y las compañías de seguros.

D) El actual modelo “europeo” de Derecho penal eco-
nómico

En la experiencia jurídica europea, la adopción y 
aplicación de este modelo presenta, además, caracte-
rísticas aún más específicas. De hecho, como es bien 
sabido, en casi todas las intervenciones recientes men-
cionadas, los legisladores nacionales se han visto en la 
necesidad de aplicar directivas, reglamentos y decisio-

23 aMBrosetti e.M. - Mezzetti e. - ronCo M., Diritto penale dell’impresa, cit., 6.
24 Quintero oliVares G.-Gonzalez CussaC J.l., Sobre una política criminal común europea, en La adecuación del Derecho penal 

español al ordenamiento de la Unión Europea. La política criminal europea, director Alvarez García F., Valencia, 2009, p. 37 ss.
25 Recientemente, sobre estos aspectos, véase en general Gonzalez CussaC J.l., Hacia la construcción de un derecho penal econó-

mico europeo, en Libro homenaje al profesor Luis Arroyo Zapatero. Un derecho penal humanista, Madrid, 2021, 311 ss.
26 Donini M., Escenarios del Derecho penal en Europa a principios del siglo XXI, en La política criminal en Europa, coords. Mir Puig 

S. y Corcoy Bidasolo M., Barcelona, 2004, 43 ss.
27 Donini M., Un nuovo medioevo penale? Vecchio e nuovo nell’espansione del diritto penale economico, en Cassazione Penale, 

2003, 1809 s.

nes jurisprudenciales de matriz comunitaria, que han 
conducido así a la delineación de un verdadero marco 
normativo euro-unitario. Como se ha señalado, en la 
actualidad es posible «comprobar que el ordenamiento 
penal ya no es únicamente estatal sino también euro-
peo»24 y ha dado lugar al «nacimiento de una “red nor-
mativa”, singularmente compleja, en la que converge 
tanto la legislación como la jurisprudencia nacional y 
la comunitaria, e incluso la internacional, que ha reem-
plazado ya a la tradicional “pirámide” de escalones del 
sistema jurídico»25. Es decir, se trata de un «entrelazado 
reticular de fuentes de producción normativa (que va 
más allá de las disposiciones abstractas de la ley) y a un 
pluralismo horizontal y vertical de esas mismas fuentes 
y de sus respectivos universos culturales»26.

En este contexto, la economía ha asumido claramen-
te una importancia central y prioritaria. El proceso de 
“armonización europea” partió precisamente de la ló-
gica de una lex mercatoria común y se extendió gra-
dualmente a la protección de los derechos humanos, en 
respuesta potencial a la globalización, a los retos del 
capitalismo mundial. Con el tiempo, este proceso de 
predeterminación supranacional de las líneas comunes 
de la política económica europea ha surgido como un 
modelo “democrático” sui generis, que admite la ne-
cesidad de sustraer muchas opciones cualificadas a las 
decisiones locales (en realidad: nacionales), privando 
así a los Estados individuales de su soberanía ante los 
objetivos comunes a cada uno: es, en otras palabras, un 
proceso de normalización que está «en dialéctica con 
la soberanía de los Estados, pero que, a diferencia de 
la globalización, pone en práctica una renuncia volun-
taria y controlada a partes de esa soberanía en función 
de una identidad que se percibe como importante de 
proteger: la elección, por tanto, parece democrática 
porque protege un bien económico y cultural sentido 
como común»27.

Al mismo tiempo, la combinación de las numerosas 
intervenciones, impuestas por la legislación europea, 
ha generado una serie de reflejos muy particulares. Por 
un lado, como se ha observado, ha dado lugar a un fe-
nómeno de la llamada “administrativización” del De-
recho penal, es decir, favoreciendo un mecanismo de 
producción normativa, a resultas del cual el precepto 
penal tiende a «llenarse de una antijuridicidad adminis-
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trativa, que simplemente incorpora, con algunos rasgos 
adicionales o “selectivos”, una disciplina extrapenal, a 
la que luego se aplica la sanción penal»28. Desde esta 
perspectiva, se trata, por tanto, de un fenómeno que ha 
llevado a revisar esquemas propios de la pasada con-
cepción puramente sancionadora del Derecho penal y 
en el que también se ha captado una vuelta a una espe-
cie de “primacía de la antijuricidad sobre la tipicidad”, 
en virtud de la cual la prohibición penal se sitúa en una 
dimensión de “dependencia genética” de las disciplinas 
extrapenales.

Por otro lado, esta predeterminación “europea” de 
las líneas de intervención sancionadora impuestas a los 
distintos Estados nacionales ha favorecido también, 
en muchas ocasiones, la creación de infracciones pe-
nales que, en ocasiones, se sobreponen directamente a 
infracciones paralelas de carácter puramente adminis-
trativo, lo que ha provocado la aparición de un nuevo 
problema, también muy característico de la evolución 
más reciente del Derecho penal económico: se trata, 
en particular, de la cuestión del reconocimiento del 
llamado principio de “ne bis in idem sustantivo”, en 
virtud del cual se reconoce ahora una prohibición de 
doble sanción que se refiere no sólo al ámbito del De-
recho penal, sino que se extiende a la consideración del 
ámbito más amplio de la ilegalidad, tanto penal como 
administrativa29.

Es, por tanto, en la aplicación de este modelo europeo 
donde, hoy en día, es posible captar los aspectos más 
característicos del moderno Derecho penal económico.

3. CARACTERÍSTICAS Y PROBLEMAS ACTUA-
LES DEL DERECHO PENAL ECONÓMICO EN LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS ECONÓMI-
COS (INDIVIDUALES Y COLECTIVOS)

Como ya se ha dicho, el principio de libertad, que 
hoy en día reconoce la posibilidad de que todo indivi-
duo emprenda una actividad en el ámbito económico, 
debe considerarse también teniendo en cuenta los ries-
gos que puede conllevar esta iniciativa.

28 Para esta interpretación del fenómeno en cuestión, véase de nuevo Donini M., Un nuovo medioevo penale?, cit., 1809 s.
29 Como es sabido, la discrecionalidad del legislador nacional para castigar un mismo hecho con varias sanciones de distinta natu-

raleza, generalmente permitida en el Derecho de la UE, ha sido progresivamente rebajada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
con una dirección interpretativa inaugurada en 2014, por el caso “Grande Stevens” (Tribunal de la UDE, sentencia de 4 de marzo de 2014, 
Grande Stevens contra Italia). El caso que dio lugar a la denegación de la acumulación de sanciones se refería a una conducta de “mani-
pulación del mercado” que constituía tanto una infracción administrativa del artículo 187-ter, del Decreto Legislativo nº 58/1998, como un 
delito del artículo 185, del Decreto Legislativo nº 58/1998, castigado con pena de prisión y multa. Los jueces europeos hicieron uso de la 
prohibición establecida en el artículo 4 Prot. nº 7 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Recientemente, para una visión general de 
esta cuestión, véase MaDia n., Ne bis in idem europeo e giustizia penale. Analisi sui riflessi sostanziali in materia di convergenze normative 
e cumuli punitivi nel contesto di uno sguardo d’insieme, Roma, 2020.

30 Para una visión general de la disciplina italiana, véase para todos alessanDri a., Diritto Penale Commerciale. I reati fallimentari, 
Torino, 2019.

31 Para una visión general de la disciplina italiana, véase para todos seMinara s., Diritto Penale Commerciale. I reati societari, 2a ed., 
Torino, 2021.

Desde la perspectiva del Derecho penal, el ámbito de 
riesgo que merece ser considerado no es, obviamente, 
el riesgo económico al que se expone cada empresario 
individual, sino que es sobre todo el riesgo para el exte-
rior, para otras personas. Y este espacio de riesgo, que 
la propia Constitución italiana señala expresamente 
como una limitación intrínseca de dicha libertad, pue-
de, como hemos visto, reflejarse en diversos tipos de 
derechos ajenos.

Desde este punto de vista, se aprecia ciertamente un 
primer y más directo ámbito de riesgo respecto a idén-
ticos derechos económicos de otras personas (derechos 
patrimoniales o de ejercicio de actividades económi-
cas). Esta es la situación potencialmente más frecuente 
y extendida, ya que la misma dimensión moderna de la 
economía, fundada en el reconocimiento del derecho 
de crédito, vincula casi automáticamente toda iniciati-
va empresarial a la necesidad de salvaguardar esta es-
fera más específica de los intereses patrimoniales y, por 
tanto, impone al mismo tiempo a cada uno de los le-
gisladores nacionales la necesidad de proporcionar una 
protección eficaz, incluso penal, contra las conductas 
de mala gestio, que, si no se previenen adecuadamente, 
pueden afectar a la garantía patrimonial de accionistas 
y acreedores y, en consecuencia, al mismo funciona-
miento del mercado.

A nivel histórico, el campo más tradicional del De-
recho penal de la economía se origina precisamente en 
esta perspectiva. Ejemplos típicos de este ámbito son, 
en primer lugar, los delitos concursales, con especial 
referencia a la disciplina de “quiebra”, que sitúa preci-
samente la protección del patrimonio de los acreedores 
como limitación penal de la libertad de empresa30.

Sin embargo, dentro de este ámbito de protección, 
también son directamente relevantes todos los delitos 
societarios, con especial atención al delito de “Falsas 
comunicaciones societarias” (correspondiente en Espa-
ña al delito de “Falsificación de las cuentas anuales”), 
que, al menos en la evolución histórica del Derecho 
penal italiano, ha representado el eje principal de este 
conjunto de delitos31. Y es precisamente con referencia 
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al desarrollo normativo de este delito que es posible 
captar un primer ejemplo de las cuestiones más recien-
tes y actuales del Derecho penal económico.

La génesis histórica de este delito proporciona cla-
ramente el sentido de la cuestión. Como es sabido, el 
impulso legislativo para crear un delito autónomo cen-
trado en la mera falsificación de comunicaciones desti-
nadas a proporcionar información al exterior sobre las 
condiciones económicas, patrimoniales y financieras 
de una sociedad mercantil surgió tras la constatación 
de la ineficacia de la protección que podían ofrecer las 
figuras delictivas más tradicionales, como en particu-
lar el delito de “estafa”. Esta situación de insuficiente 
protección se puso de manifiesto sobre todo en el plano 
práctico, y en particular en la problemática de la prueba 
procesal del nexo causal que debe unir necesariamente 
la situación de engaño generada por la conducta frau-
dulenta de otros con el acto de disposición patrimonial 
a raíz del cual se determina ese hecho dañoso para la 
víctima, que se requiere para la integración de este de-
lito32.

El nacimiento decimonónico del delito de “Falsas 
comunicaciones societarias” está, pues, directamente 
relacionado con una opción político-criminal de an-
ticipación de la punibilidad que, sin embargo, con el 
paso del tiempo ha puesto de manifiesto la aparición 
de otra serie de problemas. En primer lugar, en relación 
con el respeto al principio de “ofensividad”, pues es 
evidente que la anticipación de la intervención penal a 
la incriminación de conductas no ya lesivas, sino sólo 
peligrosas para los intereses económicos de terceros, 
representa una solución que se presta a ser extendida 
a la consideración de conductas incluso sólo presunta-
mente peligrosas. Y es precisamente en este contexto 
en el que el debate jurídico-penal sobre la posible iden-
tificación de otros bienes jurídicos de carácter mera-
mente formal ha permitido apreciar con mayor claridad 
la aparición de posibles problemas de legitimidad de 
la intervención penal: porque si, por un lado, ha propi-
ciado ciertamente la consolidación hacia necesidades 
de protección que, dentro de ciertos límites, pueden y 
deben ser consideradas en una dimensión moderna de 

32 Para estos perfiles históricos, véase para todos naPoleoni V., I reati societari, Vol. III, Falsità nelle comunicazioni sociali e aggiota-
ggio societario, Milano, 1996, 22 ss.; Perini a., Il delitto di false comunicazioni sociali, Padova, 1999, 94 ss.

33 Sobre estos aspectos del debate, véase especialmente naPoleoni V., I reati societari, cit., 70 ss., así como FoFFani L., in PeDrazzi 
C. - alessanDri A. - FoFFani L. - seMinara s. - sPaGnuolo G., Manuale di diritto penale dell’impresa, cit., 230.

34 Es el caso, por ejemplo, de la hipótesis de “quiebra fraudulenta societaria impropia”, prevista en el artículo 223, apartado 2, n. 1, 
de la llamada “ley de quiebras” (Real Decreto nº 267 de 16 de marzo de 1942), que castiga a los administradores, directores generales, 
revisores de cuentas y liquidadores de sociedades declaradas en quiebra que «hayan provocado o contribuido a provocar la insolvencia de 
la sociedad mediante la comisión de alguno de los actos previstos en el articulado» del Código Civil en el que se regulan diversos delitos 
societarios, entre ellos el de las “falsas comunicaciones societarias”.

35 En la experiencia práctica, la prueba de esta relación de causalidad suele anclarse en la simple constatación de una situación de 
endeudamiento superior a la que podría haberse detectado en el momento de presentar la documentación falsa.

la regulación penal de la economía (en el caso del de-
lito de “Falsas comunicaciones societarias” se hizo re-
ferencia a la protección de la mera “transparencia em-
presarial”), por otro lado, también ha abierto espacio a 
un proceso de “desmaterialización” tendencial del bien 
jurídico, que no puede actuar como pantalla para la vio-
lación de otros principios fundamentales del Derecho 
penal. La legitimación de una anticipación de la pena, 
que viene impuesta por la necesidad de proporcionar 
una protección efectiva de los derechos patrimoniales 
de los demás, no puede, en efecto, perder de vista el 
respeto al principio de necesidad y proporcionalidad de 
la respuesta sancionadora33.

Sin embargo, en la actual regulación de los delitos 
económicos que pueden perjudicar los intereses finan-
cieros de terceros, el problema de la prueba del nexo 
causal ha reaparecido con gran protagonismo e impor-
tancia. Así, en particular, en la normativa actualmente 
prevista en Italia para determinadas hipótesis de “quie-
bra”, el legislador ha reintroducido situaciones en las 
que ahora es necesario comprobar la existencia de un 
nexo causal entre la conducta de mera falsificación de 
documentos societarios y los hechos perjudiciales de 
importancia financiera34. Como puede comprenderse 
inmediatamente, se trata de situaciones muy diferentes 
de las que pueden apreciarse en el caso de los aconte-
cimientos naturales, dado que, en el caso de la quiebra, 
la causalidad ciertamente no puede determinarse recu-
rriendo a leyes científicas de cobertura, sino que queda 
confiada a pruebas contables que a menudo ocultan el 
riesgo de soluciones comprometedoras, de carácter me-
ramente presuntivo, basadas en la lógica del “post hoc, 
propter hoc”35.

En todas estas situaciones, sin embargo, son apre-
ciables reflejos críticos de importancia no marginal 
también con respecto a la esfera de la culpabilidad. 
Como regla general, de hecho, el conjunto de delitos 
dirigidos a proteger los derechos e intereses econó-
micos de los demás se caracteriza por la relevancia 
necesariamente intencional de la conducta punible. De 
hecho, en el ordenamiento jurídico italiano, el número 
de delitos que castigan incluso una conducta mera-
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mente imprudente es muy limitado36. Sin embargo, en 
el contexto de estos delitos necesariamente dolosos, 
la experiencia jurisprudencial ha puesto de manifiesto 
la delicadeza y la complejidad de identificar correcta-
mente los tipos de conducta que pueden considerarse 
punibles aunque se caractericen por esa forma menos 
intensa de dolo, que se define como “dolo eventual”. 
También en este frente, la regulación de algunas hipó-
tesis de “quiebra” ha dado un amplio margen a los es-
tudios, que han llevado a soluciones de aplicación no 
siempre exentas de incertidumbres y perplejidades37; 
pero tampoco faltan otros delitos (típicos, en este sen-
tido, especialmente la hipótesis del llamado delito de 
“aggiotaggio” o de “manipulación del mercado”) res-
pecto de los cuales el reconocimiento de esta forma 
específica de dolo se presenta a menudo como la an-
tesala de la incriminación de una conducta meramente 
imprudente38.

Otro ejemplo típico de este problema viene dado por 
el ámbito de los delitos de “blanqueo de capitales”, que 
en el ordenamiento jurídico italiano se sancionan sólo 
en caso de “intención”, pero que a menudo se han apli-
cado también en situaciones de “dolo eventual” que a 
menudo no son fácilmente distinguibles de la hipótesis 
de una simple “imprudencia”39..

4. CARACTERÍSTICAS Y PROBLEMAS ACTUA-
LES DEL DERECHO PENAL ECONÓMICO EN LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMEN-
TALES INDIVIDUALES Y COLECTIVOS

Sin embargo, el ejercicio de la actividad empresarial 
también puede afectar a otros derechos personales fun-
damentales. En esta perspectiva, entran en juego todas 
las posibles repercusiones que la producción industrial 
puede tener en la protección de la vida, la salud y la 
integridad física de cada uno de nosotros.

El marco de posibles situaciones de riesgo es, en este 
caso, amplio y variado. Por un lado, y de forma casi 

36 El ejemplo más relevante (pero quizá también el único) es el delito de “quiebra simple”, previsto en el artículo 217 de la llamada 
“ley de quiebras” (Real Decreto nº 267 de 16 de marzo de 1942), que sanciona al empresario declarado en quiebra que, con “imprudencia 
grave”, haya provocado una “agravación de la insolvencia”.

37 CaPuto M., Dalla teoria dei “segnali di allarme” alla realtà dell’imputazione dolosa nel concorso dell’amministratore non esecutivo 
ai reati di bancarotta, en Rivista delle Società, 2015, 905 ss.

38 Para un ejemplo de reconocimiento del delito de “manipulación del mercado” también en relación con una conducta meramente 
“omisiva y con dolo eventual”, véase Cassazione penale, sez. V, 4 de mayo de 2011, n. 28932.

39 Para un resumen esencial de la normativa italiana, nos remitimos a lo expuesto en MelCHionDa a., El blanqueo de dinero en Italia. 
Legislación y jurisprudencia, in VIII Congreso Internacional sobre prevención y represioón del blanqueo de dinero, coords. Abel Souto M., 
Lorenzo Salgado J.M, Sánchez Stewart N., 2021, Valencia, 2021, 549 ss. Sobre los últimos cambios introducidos en noviembre de 2021, 
en aplicación de la Directiva (UE) 2018/1673, nos remitimos también a lo expuesto en MelCHionDa a., Il nuovo assetto normativo per la “lotta 
al riciclaggio mediante il diritto penale”, in Archivio Penale, 2022.

40 Para una visión general de esta legislación, véase para todos CastronuoVo D. - Curi F. - torDini CaGli s. - torre V. - Valentini V., 
Sicurezza sul lavoro. Profili penali, Torino, 2019.

41 Para un análisis detallado de estas cuestiones, véase recientemente PiVa D., La responsabilità del “vertice” per organizzazione 
difettosa nel diritto penale del lavoro, Milano, 2004.

automática, cobra importancia la posición de los traba-
jadores que, operando dentro del ciclo productivo, son 
los primeros sujetos expuestos a posibles dinámicas 
de riesgo para su salud individual. En este ámbito, el 
Derecho penal económico ha experimentado un fenó-
meno de gran expansión normativa, que ha llevado a 
la consolidación de un subsector, el denominado “De-
recho penal del trabajo y de la seguridad”, que suele 
estudiarse y tratarse de forma autónoma y separada. Se 
ha difundido así un conjunto articulado de disposicio-
nes basadas en el necesario cumplimiento de obligacio-
nes de carácter cautelar, en relación con las cuales se 
ha explotado el recurso al instrumento penal de forma 
innovadora y dúctil, dejando abierta la posibilidad de 
superar cualquier forma directa de responsabilidad me-
diante la simple regularización, aunque tardía, de tales 
garantías cautelares40.

Se trata de una solución que ha sido bien acogida 
por gran parte de la doctrina, ya que combina la mayor 
eficacia disuasoria de la sanción penal con el objetivo 
de incrementar la adopción de medidas preventivas, sin 
sobrecargar la máquina de la justicia penal y sin com-
binar el estigma de la sanción penal con situaciones de 
riesgo que, sin embargo, no se tradujeron en la efectiva 
violación de los derechos de los otros.

Mucho más complejas y problemáticas son, en cam-
bio, aquellas situaciones en las que la dinámica pro-
ductiva se juzga en un proceso penal con referencia a 
hechos perjudiciales para la vida, la salud o la integri-
dad personal, ya sea de los trabajadores o de cualquier 
otra persona41. Y, desde este punto de vista, también son 
apreciables implicaciones sustancialmente similares en 
el caso de situaciones de riesgo que no conciernen di-
rectamente a la protección individual de las personas, 
pero que pueden proyectarse hacia intereses generali-
zados de la comunidad, como en el caso de posibles 
sucesos perjudiciales para el medio ambiente.

En todos estos casos, el Derecho penal de la econo-
mía se ha convertido en un ámbito de consideración 
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posterior y más específica de una amplia gama de cues-
tiones de Derecho penal tradicional, como, sobre todo, 
la comprobación judicial de la causalidad42. Por otra 
parte, no deja de ser significativo que todos los casos 
problemáticos más conocidos y estudiados de la re-
construcción etiológica de los hechos hayan encontrado 
su lugar precisamente en el contexto de las actividades 
productivas de tipo industrial: desde el caso alemán del 
fármaco “talidomide”, pasando por el caso español del 
“aceite de colza”, hasta todos los juicios italianos más 
recientes por la exposición al amianto y la aparición de 
patologías de mesotelioma pleural43.

En estas situaciones, la peculiaridad de las cuestiones 
de relevancia más directa para el Derecho penal eco-
nómico está, además, ligada sobre todo a una de las 
características, que hemos visto que son relevantes en 
cuanto a la delimitación general de la propia materia. 
En efecto, además del problema más estrictamente 
etiológico, la vinculación de los eventos perjudiciales 
a los fenómenos de tipo productivo conlleva siempre la 
necesidad ulterior de entrar en el aparato organizativo 
de la actividad industrial para llegar a la búsqueda de 
los que pueden ser correctamente identificados como 
los verdaderos responsables de tales eventos. De fun-
damental importancia, en todos estos contextos de pro-
ducción, es por tanto la correcta identificación, no tanto 
y no sólo de quién ha actuado, sino también y sobre 
todo de quién puede estar incardinado en una posición 
de garantía tal que pueda ser considerado responsable 
del hecho en razón de su responsabilidad de comisión 
por omisión44.

También en este frente de posibles efectos perjudi-
ciales para los individuos y la comunidad, el debate 
más reciente ha vuelto a proponer cuestiones simila-
res a las ya conocidas para la protección de los propios 
intereses de la propiedad. Así, en particular, si por un 
lado han surgido modelos alternativos de constatación 
de la causalidad, basados no en la búsqueda de una ex-
plicación causal del resultado, sino en la consideración 
más simple de reconstrucciones puramente epidemio-

42 Entre muchos, para una visión general de estos temas, véase Centonze F., La normalità dei disastri tecnologici. Il problema del 
congedo dal diritto penale, Milano, 2004.

43 Para una postura jurisprudencial reciente sobre estas cuestiones, véase Cassazione penale, sez. IV, 29 de octubre de 2020, n. 
34341. Para más referencias, véase también zirulia s., Esposizione a sostanze tossiche e responsabilità penale, Milano, 2018.

44 Con frecuencia, en todos estos casos, es también muy relevante y compleja la cuestión que surge de la posible sucesión de los 
distintos garantes en el tiempo. Para un caso reciente, véase Cassazione penale, sez. IV, 8 de enero de 2021, n. 32899.

45 En este sentido, véase, por ejemplo, el estudio monográfico de Masera l., Accertamento alternativo ed evidenza epidemiologica 
nel diritto penale. Gestione del dubbio e profili causali, Milano, 2007.

46 Para esta propuesta, véase ViGanò F., Il rapporto di causalità nella giurisprudenza penale a dieci anni dalla sentenza Franzese, en 
Diritto penale contemporaneo, 2013, 380 ss.

47 Para todos ver de nuevo Gonzalez CussaC J.l., Hacia la construcción, cit., y también FoFFani L., Evolucion historica y perspectivas 
futuras del Derecho penal economico europeo, en Estudios de Derecho penal: Homenaje al Profesor Santiago Mir Puig, Valencia, 2017, 81 
ss.

lógicas45, por otro lado, la idea de una posible antici-
pación de la esfera de protección ha sido instada por 
diversos autores y se ha propuesto una apreciación más 
amplia de los modelos de incriminación basados en la 
mera peligrosidad de los eventos lesivos46.

Se trata, por supuesto, de un debate todavía abierto, 
pero que sin duda pone de manifiesto un conjunto de 
soluciones normativas, que adquieren ahora una im-
portancia central en el contexto de las posibles nuevas 
perspectivas de evolución del Derecho penal en el sec-
tor de la producción industrial.

5. CARACTERÍSTICAS Y PROBLEMAS ACTUA-
LES DE LOS NUEVOS MODELOS DE POLÍTICA 
CRIMINAL “EUROPEA” EN LA DISCIPLINA DEL 
DERECHO PENAL ECONÓMICO

Como se ha señalado, en el marco de un modelo de 
“libertad regulada” que ahora se reconoce en la mayo-
ría de los Estados nacionales de la UE, las soluciones 
adoptadas concretamente se han caracterizado cada vez 
más por la disposición de un sistema multinivel, que 
ha ampliado radicalmente los horizontes tradicionales 
del Derecho penal clásico. Y es principalmente en este 
ámbito en el que, como se ha mencionado, en el con-
texto europeo la normativa introducida en los últimos 
tiempos por los distintos legisladores nacionales ha re-
presentado a menudo la expresión de aquellas opcio-
nes y orientaciones de política penal que han llevado a 
hablar del nacimiento de un verdadero “Derecho penal 
económico europeo”47.

A) Relevancia y problemas de la responsabilidad de las 
personas jurídicas

Un primer elemento de novedad fundamental fue el 
abandono del antiguo principio “societas delinquere 
non potest” y la introducción en muchos ordenamien-
tos jurídicos nacionales de una responsabilidad directa 
de las mismas personas jurídicas.
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Aplicando una directriz comunitaria, que había sido 
respaldada por numerosas tomas de posición48, el orde-
namiento jurídico italiano tomó este camino en 2001 
e introdujo una disciplina que, en sus primeros veinte 
años de vida, ha generado muchos efectos positivos, 
pero también ha levantado varios perfiles críticos49.

Sin duda es positivo el camino, no sólo cultural, sino 
también y sobre todo organizativo y funcional, que ha 
llevado hoy a la adquisición de una conciencia más 
concreta y convencida del papel fundamental que la 
propia organización interna de las entidades colectivas 
debe asumir necesariamente en el proceso de preven-
ción de las conductas delictivas que puedan realizar 
personas que operen en interés o en beneficio de la 
misma entidad colectiva50.

Pero la experiencia global debe verse también a la 
luz de todos aquellos aspectos que, por el contrario, han 
abierto una reflexión encaminada a buscar posibles re-
formas y perfeccionamientos.

La misma naturaleza jurídica de este nuevo modelo 
de responsabilidad de las personas jurídicas, por ejem-
plo, sigue siendo objeto de debate en la actualidad. La 
indicación explícita original del legislador italiano des-
tacaba el carácter únicamente “administrativo” de esta 
disciplina. Con el paso del tiempo, sin embargo, ha ma-
durado una conciencia distinta del valor sancionador 
real del conjunto de la disciplina y, aunque no parece 
del todo inexacto pensar en una nueva forma interme-
dia y mixta de responsabilidad (como se ha dicho, en 
una especie de “tertium genus”), en el fondo se reco-
noce sin embargo ampliamente que, sobre todo desde 

48 La Ley nº 300, de 29 de septiembre de 2000, por la que el Parlamento italiano delegó en el Gobierno la introducción de las normas 
que posteriormente fueron aprobadas por el Decreto Legislativo nº 231, de 8 de junio de 2001, se concretó en la “Ratificación y Ejecución 
de los siguientes Actos Internacionales elaborados sobre la base del artículo K. 3 del Tratado de la Unión Europea: Convenio sobre la 
protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, hecho en Bruselas el 26 de julio de 1995, su Primer Protocolo 
hecho en Dublín el 27 de septiembre de 1996, el Protocolo relativo a la interpretación, con carácter prejudicial, por el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas de dicho Convenio, con la Declaración anexa, hecho en Bruselas el 29 de noviembre de 1996 así como el 
Convenio relativo a la lucha contra la corrupción en la que estén implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados 
miembros de la Unión Europea, hecho en Bruselas el 26 de mayo de 1997, y el Convenio de la OCDE relativo a la lucha contra la corrupción 
de agentes públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales, con un anexo, hecho en París el 17 de diciembre de 
1997”.

49 Para una visión general de la disciplina italiana, véanse los numerosos escritos recogidos en lattanzi G. - seVerino P. (coords), 
Responsabilità da reato degli enti, Vol. I, Diritto sostanziale, Torino, 2020.

50 Sobre la importancia de estos efectos, véase para todos Pulitanò D., Responsabilità amministrativa per i reati delle persone giuri-
diche, en Enciclopedia del Diritto, vol. VI, Milano, 2002, 954 ss.

51 Sobre esta dimensión “europea” más amplia del concepto de “materia penal”, véanse los numerosos escritos recogidos en La 
“materia penale” tra Diritto Nazionale ed Europeo, coords. Donini M., Foffani L., Torino, 2018.

52 Para una visión general de las diferentes opiniones, véase Pelissero M., en lattanzi G. - seVerino P., Responsabilità da reato degli 
enti, cit., 161 ss.

53 Sobre esta cuestión, véanse en general las numerosas referencias aportadas por Pezzi e., D. Lgs. n. 231/2001: la vexata quaestio 
dell’idoneità ed efficacia dei MOG fra prospettive di riforma e fonti delle regole cautelari, en La Legislazione Penale, 2021, 3 ss.

54 A este respecto, es especialmente notoria la sentencia dictada en el caso “Impregilo”: Cassazione penale, sez. V, 30 de enero de 
2014, n. 4677.

55 Sobre estas propuestas, véase De Vero G., Il progetto di modifica della responsabilità degli enti tra originarie e nuove aporie, en 
Diritto penale e processo, 2010, 1137 ss.; FliCK G.M., Le prospettive di modifica del d.lgs. n. 231/2001, in materia di responsabilità ammi-
nistrativa degli enti. Un rimedio peggiore del male?, en Cassazione Penale, 2010, 4036 ss.; ManaCorDa F., L’idoneità preventiva dei modelli 

el punto de vista de lo que ahora se identifica (también 
en el ámbito de la UE) con el concepto de “materia 
penal”51, no parece que pueda negarse el carácter “sus-
tancialmente penal” del aparato sancionador que puede 
afectar a las personas jurídicas52.

Sobre esta base, se discuten varios aspectos de las 
normas actuales, que, en varios aspectos, difieren no-
tablemente de las normas penales aplicables a las 
personas físicas. Así, en concreto, uno de los puntos 
más controvertidos es la norma actual según la cual se 
invierte la carga de la prueba y es la persona jurídica 
acusada la que debe probar que, con anterioridad a la 
comisión del delito, se adoptó un modelo organizativo 
adecuado e idóneo para evitarlo53.

Más allá de la conformidad real con el principio de 
culpabilidad de esta inversión probatoria, en la expe-
riencia práctica esta averiguación concreta representa 
ciertamente el perfil más problemático. También como 
reconoce expresamente la jurisprudencia, el control 
judicial de la validez del modelo organizativo debe 
realizarse mediante una valoración ex ante y no debe 
basarse en argumentos ex post, motivados únicamen-
te por la constatación de la comisión del delito54. Sin 
embargo, en la práctica, la selección de los criterios y 
las verificaciones según los cuales debe llevarse a cabo 
este proceso de validación sigue siendo extremadamen-
te incierta y controvertida.

Recientes propuestas de reforma han sugerido la 
posibilidad de admitir la validez de un proceso previo 
de certificación externa de los modelos efectivamente 
adoptados55. Esta propuesta suele contar con la opo-
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sición del poder judicial, que teme el riesgo, con esta 
solución, de que se eluda la posible responsabilidad de 
las personas jurídicas. El debate está obviamente abier-
to, pero en este aspecto está en juego un punto funda-
mental de la normativa actual: porque, a falta de una 
solución clara y aceptada, la responsabilidad de la per-
sona jurídica corre el riesgo de convertirse en una nue-
va forma de responsabilidad objetiva56; y, sobre todo, 
en ausencia de normas inequívocas sobre cómo vali-
dar concretamente los modelos organizativos de forma 
previa, todo el sistema de referencia preventiva corre 
el riesgo de ver frustrado su espacio de operatividad y 
aceptabilidad efectivas.

B) Relevancia y problemas de las nuevas formas de 
“decomiso”

Un segundo aspecto característico del sistema multi-
nivel, que ha sido perfilado por las opciones de política 
criminal de la Unión Europea en el marco del Derecho 
penal de la economía, se refiere sin duda a la discipli-
na centrada en los instrumentos “de congelamiento y 
decomiso de los bienes instrumentales para la comi-
sión de delitos y de los productos ilícitos” (Directiva 
2014/42/UE).

A este respecto, el ordenamiento jurídico italiano 
ha puesto en marcha desde hace tiempo un amplio y 
articulado proceso de aplicación, que sitúa el decomi-
so en el centro de las estrategias de prevención de la 
delincuencia económica, gracias también a la posibi-
lidad que tienen las autoridades judiciales de adoptar 
medidas preventivas de secuestro ya en la primera fase 
de las investigaciones preliminares y, en el caso de los 
sujetos calificados como “socialmente peligrosos”, in-
cluso antes de la posible comisión de un nuevo delito 
y en ausencia de procedimientos penales pendientes57.

El carácter punitivo del decomiso se ha hecho espe-
cialmente evidente con la introducción en el ordena-
miento jurídico de numerosos casos de “decomiso por 
equivalencia o valor”, a través de los cuales, aún en la 
imposibilidad de atacar directamente el precio, produc-
to o beneficio del delito, se pueden golpear sumas de 
dinero, bienes u otras utilidades con un valor igual al 
del producto ilícito.

di organizzazione nella responsabilità da reato degli enti: analisi critica e linee evolutive, en Rivista trimestrale di diritto penale dell’econo-
mia, 2017, 77 ss.; MuCCiarelli F., Una progettata modifica al D.Lgs. n. 231/01: la certificazione del modello come causa di esclusione della 
responsabilità, en Le Società, 2010, 1248 ss.

56 Una reciente investigación llevada a cabo por el Departamento de Ciencias Jurídicas “Cesare Beccaria” de la Universidad Estatal 
de Milán, de acuerdo con el Tribunal de Milán (el tribunal con más experiencia en Italia en el ámbito de la responsabilidad de las personas 
jurídicas), ha puesto de manifiesto que, en un período de seis años de decisiones jurisprudenciales, sólo muy pocas empresas (menos de 
la mitad) han sido absueltas sobre la base del valor eximente del modelo organizativo previamente adoptado.

57 Sobre el tema, véase en general MazzaCuVa F., Le pene nascoste. Topografia delle sanzioni punitive e modulazione dello statuto 
garantistico, Torino, 2017.

58 Recientemente, sobre estos aspectos, véase para todos Di lello Finuoli M., La confisca ante delictum e il principio di proporzione, 
Torino, 2021; trinCHera t., Confiscare senza punire? Uno studio sullo statuto di garanzia della confisca della ricchezza illecita, Torino, 2020.

Pero es sobre todo con la introducción, ya en 1992, 
del llamado “decomiso ampliado” que se caracterizó 
este proceso de transformación del decomiso, que pasó 
de ser una medida de seguridad dependiente de la “pe-
ligrosidad” de la res a ser una verdadera pena contra 
un tipo específico de delincuentes. Es significativo, en 
este caso, el abandono del vínculo de pertinencia entre 
los bienes y el delito, con la apertura incondicional al 
secuestro y decomiso de los bienes adquiridos por el 
sujeto incluso en un momento anterior a la comisión 
del delito.

De este modo, la desproporción se ha convertido en 
un elemento indiciario del origen ilícito de todo el pa-
trimonio, transformando efectivamente la medida de 
decomiso en una forma de ablación coactiva no sólo 
de los beneficios ilícitos, sino de todo el patrimonio del 
afectado58.

Ya completamente desvinculado de la figura original 
del artículo 240 del Código Penal, también en la va-
riedades de las formas de su aparición en el cuerpo de 
diversas disposiciones penales, el decomiso ha adqui-
rido así el carácter de una nueva sanción punitiva, que 
anticipa y acompaña la nueva fisonomía del Derecho 
penal, tanto sustantivo como procesal, en la que se pasa 
de la protección de los bienes jurídicos ofendidos por 
una conducta personal típica al llamado “Derecho pe-
nal del riesgo”, bien originado por conductas diferentes 
al estándar social reconocido como cumplidoras, bien 
por sujetos estigmatizados como “peligrosos” en virtud 
de su pertenencia o proximidad a grupos criminales or-
ganizados.

En línea con la experiencia de muchos otros Estados 
europeos, en el marco del ordenamiento jurídico vigen-
te en Italia, la institución del decomiso ha adquirido 
ciertamente un valor y una importancia fundamentales 
en la lucha contra (también, pero no sólo) la delincuen-
cia económica y en la perspectiva de la sustracción de 
ganancias ilícitas. Sin embargo, en el contexto de los 
efectos de aplicación de esta disciplina, también que-
da abierta la necesidad de no olvidar las repercusiones 
negativas concretas de este nuevo conjunto de normas. 
De hecho, muy a menudo se dan casos en los que el in-
mediato embargo preventivo de bienes potencialmente 
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destinados a un posterior decomiso conduce casi auto-
máticamente a la quiebra de las empresas afectadas por 
estas medidas cautelares y, en el caso de que el juicio 
concluya con una exclusión de todos los cargos inicia-
les, no existe ninguna solución capaz de restablecer el 
status quo ante y restaurar la capacidad económica an-
terior de la empresa.

C) Relevancia y problemas en la incriminación del 
“blanqueo de dinero”

Las decisiones de la Unión Europea en el ámbito del 
Derecho penal económico también han influido mucho 
en otros ámbitos de la delincuencia económica y em-
presarial.

Las referencias pertinentes a este respecto son nume-
rosas. De gran importancia han sido, sin duda, las in-
tervenciones en el marco de la disciplina de los “delitos 
societarios”59; o las relativas al llamado “abuso de mer-
cado”60; y así, también, para las relativas al fenómeno 
de la “corrupción entre particulares”61.

Entre tantos sectores relevantes, el ámbito de la lucha 
contra el blanqueo de capitales ha sido sin duda objeto 
de una atención prioritaria, en la que el proceso de apli-
cación de los distintos Estados se ha visto salpicado de 
posturas apremiantes, que a menudo han desemboca-
do incluso en la incoación de procedimientos formales 
de infracción en virtud del artículo 258 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión. Este es, por ejemplo, el 
caso del Estado italiano, que sólo recientemente, con 
el Decreto Legislativo nº 195 de 8 de noviembre de 
2021, introdujo una serie de innovaciones y medidas 
correctoras diseñadas precisamente con el fin de aplicar 
plenamente la Directiva (UE) 2018/1673 y poder así 
frenar el procedimiento de infracción, que entretanto 
había sido activado por la Comisión Europea62.

A pesar de estas medidas correctoras, el sistema 
normativo italiano sigue presentando muchos perfiles 
críticos; y ello, de hecho, no tanto por una insuficiente 
adaptación a las indicaciones de la directiva, sino por 
los numerosos aspectos de incoherencia sistémica in-
terna que aún se encuentran en la legislación italiana.

59 Sobre este punto, véase en general FoFFani L., L’influenza del diritto europeo sul diritto penale delle società, in Il diritto societario 
europeo e internazionale, coordinado por Benedettelli M.V. e Lamandini M., Milano, 2016, 777 ss.

60 Véase en general FoFFani l. - nieto Martin a., Abusos de mercado y Derecho penal: España e Italia frente al impulso europeo, en 
Liber Amicorum. Estudios jurídicos en Homenaje al Prof. Dr. Dr.h.c. Juan M. Terradillos Basoco, Valencia, 2018, 317 ss.

61 A este respecto, me permito remitirme a lo expuesto en MelCHionDa a., La “corrupción entre particulares”. Análisis crítico de la 
regulación italiana, en Revista Penal, 2020, 127 ss.

62 Para más información sobre estos aspectos, me permito remitirme de nuevo a MelCHionDa a., Il nuovo assetto normativo per la 
“lotta al riciclaggio mediante il diritto penale”, cit.

63 Con una evaluación crítica de la falta de reevaluación exhaustiva de este ámbito de la disciplina nacional, véase también Bella-
GaMBa F., La riforma del riciclaggio è legge: un’occasione mancata per andare oltre il mero recepimento della direttiva europea, en Diritto 
Penale e Processo, 2022, 445.

64 Así se declara en el “primer considerando” de la Directiva (UE) 2018/1673.

En el caso de la última reforma, el temor a las re-
percusiones sancionadoras de los procedimientos de 
infracción incoados por la Comisión Europea impulsó 
sin duda la adopción de una intervención que aún no 
podía despreciarse, pero, quizás, precisamente por esta 
razón de urgencia, se introdujeron correcciones basa-
das en una técnica puramente novelesca, perdiéndose 
así, una vez más, la oportunidad de una remodelación 
más general de la disciplina global63.

En la dimensión actual de los distintos delitos, que 
son el punto de referencia de la legislación general so-
bre el blanqueo de capitales, subsisten defectos here-
dados de las innovaciones legislativas, algunas de ellas 
ya muy antiguas, que se han ido superponiendo a falta 
de una visión homogénea y actualizada. En particu-
lar, aparte de la clasificación retenida e incongruente 
de todos estos delitos en el ámbito de las infracciones 
penales para la protección del “patrimonio”, la misma 
configuración típica de las diversas hipótesis de delito 
sigue presentando múltiples perfiles de incoherencia 
sistemática y sancionadora.

Si el fenómeno del blanqueo de capitales debe ser 
abordado con especial atención y rigor como una forma 
de manifestación delictiva que, al igual que la financia-
ción del terrorismo y la delincuencia organizada, «daña 
la integridad, la estabilidad y la reputación del sector 
financiero y constituye una amenaza para el mercado 
interior y la seguridad interior de la Unión»64, el enfo-
que del delito de blanqueo de capitales debe centrarse 
en los efectos de la conducta concreta del blanqueo, así 
como en el tipo de actividad en la que se comete dicha 
conducta, y no como sigue ocurriendo hoy en día, en la 
gravedad de los delitos que dan lugar a las ganancias 
ilícitas. Una articulación más correcta y funcional del 
aparato sancionador penal en materia de blanqueo de 
capitales debería, por tanto, liberarse de la relevancia 
dominante que siguen teniendo aquellos requisitos de 
obstaculización del origen ilícito en los que se centran 
hoy los principales delitos de referencia. En realidad, 
se trata de aspectos (que, no por casualidad, la misma 
jurisprudencia tiende a matizar) poco relevantes en la 
perspectiva de la protección del orden económico y 
que sólo parecen justificables en la perspectiva de la 
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protección de la administración de justicia, lo que, sin 
embargo, no permite por sí solo hacer verdaderamente 
autónoma la incriminación del blanqueo de capitales, 
liberándola de los espacios, por otra parte todavía per-
sistentes, de una potencial violación del ne bis in idem.

Con vistas a una acción moderna y funcional de “lu-
cha contra el blanqueo de capitales mediante el Dere-
cho penal”, el proceso de revisión normativa necesario 
para lograr una reorganización renovada y eficaz de la 
normativa actualmente en vigor parece, por tanto, aún 
incompleto. Y el camino correcto, en este sentido, no 
puede ser ciertamente el de las intervenciones nove-
lescas individuales y fragmentadas, sino que debe per-
seguirse a través de una refundación global de todos 
los tipos penales relevantes, implementada con una 
conciencia previa y muy clara de los bienes jurídicos 
en los que el recurso al Derecho penal debe concentrar 
su ámbito exclusivo de intervención.

Sin embargo, en el trasfondo queda una cuestión de 
relevancia europea general. Los objetivos de la Unión 
se centraban principalmente en la necesidad de una ar-
monización global de los distintos ordenamientos jurí-
dicos nacionales, que debía perseguirse tanto mediante 
la previsión de delitos suficientemente homogéneos 
como mediante la adopción de normas generales para 
evitar la aparición de obstáculos a la aplicación cuan-
do, como ocurre muy a menudo, los elementos cons-
titutivos de los delitos de blanqueo de capitales están 
relacionados con actos cometidos en varios Estados 
miembros.

Sin embargo, a este respecto, el proceso de armoni-
zación efectiva no parece haberse logrado aún plena-
mente. Incluso limitando la comparación entre los sis-
temas jurídicos italiano y español, destacan situaciones 
de claras diferencias. En España, el delito de blanqueo 
de capitales incluye también la simple posesión de bie-
nes de origen ilícito, cuando el agente actúa «sabiendo 
que éstos tienen su origen en una actividad delictiva» y 
«para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar 
a la persona que haya participado en la infracción o in-
fracciones a eludir las consecuencias legales de sus ac-
tos»; en Italia, la mera posesión no es punible y sólo la 
conducta de “sustitución” o “transferencia” de activos 
de origen ilícito, que sea objetivamente «capaz de difi-
cultar su identificación», constituye el delito de “blan-
queo de capitales”. De nuevo: en España, el blanqueo 
de capitales cometido con “imprudencia grave” tam-
bién es punible; en Italia, se requiere necesariamente la 

intención, aunque con las ya mencionadas aperturas a 
formas de “dolo eventual”.

Estos son, por supuesto, sólo algunos ejemplos. Pero 
en la perspectiva de una armonización efectiva de las 
soluciones adoptadas en el marco del actual modelo eu-
ropeo de “lucha contra el blanqueo de capitales a través 
del Derecho penal”, se trata de aspectos sobre los que 
el proceso de corrección de las legislaciones naciona-
les individuales deberá necesariamente volver con una 
reflexión renovada.

6. OBSERVACIONES FINALES. IMPORTANCIA Y 
MODERNIDAD DEL DERECHO PENAL ECONÓ-
MICO

Como creo que queda claro en este rápido excursus, 
el Derecho penal económico se presenta hoy como un 
área de importancia fundamental para todo el ámbito 
del Derecho penal.

El estudio de los delitos económicos en sentido am-
plio conserva ciertamente una dimensión estructural 
propia de cada capítulo de la parte especial del Dere-
cho penal. Pero, como hemos visto, las características 
propias de la actuación de quienes operan en el ámbito 
económico, y especialmente el relieve que todo ello 
asume en el ámbito operativo de la organización de la 
empresa, proyecta la relevancia del sector a la conside-
ración de algunas de las cuestiones más importantes y 
delicadas de la teoría general del delito.

Al mismo tiempo, la centralidad que asume la activi-
dad económica más general en el marco de las distintas 
opciones de regulación del ordenamiento jurídico, pro-
yecta hoy la importancia de este sector a una dimensión 
supranacional y propone así la aparición de cuestiones 
y problemas de gran actualidad para el desarrollo y la 
verificación práctica de las más modernas opciones de 
política criminal.

El cuadro rápidamente esbozado más arriba eviden-
cia la gran relevancia que todos estos nuevos temas del 
Derecho penal económico están adquiriendo en la ac-
tualidad.

En este contexto, sin embargo, la complejidad de la 
materia plantea también un nuevo reto a los estudio-
sos del Derecho penal: porque la modernidad de cual-
quier nueva solución para la regulación normativa de 
la economía no puede llevar nunca a ocultar o eludir el 
fundamento de aquellos principios de garantía y limi-
tación del Derecho penal, que representan el baluarte 
indispensable de la propia legitimidad del recurso del 
Estado a las sanciones penales.
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